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en el artículo 1° de esta resolución, dentro de los treinta (30) días calendario siguientes a 
su celebración.

Artículo 7°. Aplicación otras normas. La Nación - Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público deberá dar cumplimiento a las demás normas de cualquier naturaleza que le sean 
aplicables, en especial, la Resolución Externa número 1 de 2018 de la Junta Directiva del 
Banco de la República, y demás normas que la modifiquen, adicionen o deroguen.

Artículo 8°. Vigencia y publicación. La presente resolución rige a partir de la fecha 
de su publicación en el Diario Oficial, requisito que se entiende cumplido con la orden 
impartida por el Director General de Crédito Público y Tesoro Nacional del Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público, según lo dispuesto por el artículo 18 de la Ley 185 de 1995.

Publíquese, comuníquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 1° de junio de 2020.
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Alberto Carrasquilla Barrera.
(C. F.).

Ministerio de Salud  
y Protección Social

Resoluciones

RESOLUCIÓN NÚMERO 0000854 DE 2020

(mayo 29)
por la cual se define el porcentaje de los rendimientos financieros de la cuenta maestra 
de recaudo de cotizaciones en salud, apropiarse por las Entidades Promotoras de Salud 

(ESP) y demás Entidades Obligadas a Compensar (EOC) en la vigencia 2020.
El Ministro de Salud y Protección Social, en ejercicio de sus atribuciones legales y 

reglamentarias, en especial, de las conferidas por los artículos 2° del Decreto-ley 1281 de 
2002 y 2.6.4.3.1.2.1 del Decreto número 780 de 2016, y

CONSIDERANDO:
Que de conformidad con lo establecido en el artículo 2° del Decreto-ley 1281 de 

2002, los rendimientos financieros generados por las cotizaciones recaudadas por las 
Entidades Promotoras de Salud (EPS) y demás Entidades Obligadas a Compensar 
(EOC), pertenecen al Sistema General de Seguridad Social en Salud y solo podrán 
ser apropiados por dichas entidades y por la Entidad Administradora de los Recursos 
de la Seguridad Social en Salud (ADRES), para financiar actividades relacionadas 
con el recaudo de las cotizaciones y para evitar su evasión y elusión, en los montos y 
condiciones establecidos por este Ministerio.

Que el artículo 2.6.4.3.1.2.1 del Decreto número 780 de 2016, Único Reglamentario 
del Sector Salud y Protección Social, dispone que corresponde a este Ministerio definir 
anualmente el porcentaje de los rendimientos financieros generados por las cotizaciones 
recaudadas, del que podrán apropiarse en ese período las EPS y demás EOC para financiar 
las actividades relacionadas con la gestión de cobro de cotizaciones y el manejo de la 
información sobre el pago de aportes y los servicios financieros asociados al recaudo, 
una vez entreguen a la ADRES, el último día hábil de cada mes, la información sobre los 
conceptos financiados.

Que mediante las Resoluciones números 3110 de 2013, 294 de 2014, 326 de 2015, 
427 de 2016, 348 de 2017, 769 de 2018, y 1132 de 2019, se fijó en un 70% el límite de los 
rendimientos financieros de las cuentas maestras de recaudo de cotizaciones en salud, de 
que podrían apropiarse las EPS y demás EOC para cada vigencia.

Que mediante radicado 41040 del 27 de marzo de 2020, la ADRES manifestó que “El 
porcentaje de apropiación del proyecto de resolución que nos ocupa se estableció en el 

70% del total de los rendimientos financieros de las cuentas maestras de recaudo, en virtud 
de que los mismos en el 2019 fueron en promedio $959 millones y, los costos asociados 
al recaudo de aportes en promedio fueron de $9.196 millones, manteniendo una dinámica 
similar en las vigencias anteriores, por lo tanto, es necesario mantener ese porcentaje 
para contribuir a la financiación de los costos de planilla electrónica y asistida, los costos 
de servicios financieros, la gestión de cobro de cotizaciones como papelería e insumos, 
el correo certificado, el personal, la infraestructura física y demás costos asociados al 
recaudo e identificación de las cotizaciones que permiten el aseguramiento en salud”.

Que dentro de los rendimientos financieros generados por las cotizaciones recaudadas 
de que trata el artículo 2.6.4.3.1.2.1 del Decreto número 780 de 2016, no se incluyen 
aquellos que se generen a partir de las conciliaciones mensuales realizadas entre las 
Entidades Promotoras de Salud (EPS) y las Empresas Sociales del Estado (ESE), en 
donde se determinen saldos de excedentes a favor de esta última por concepto de mayores 
valores girados de aportes patronales financiados con recursos del Sistema General de 
Participaciones en Salud (SGPS), excedentes que de ser el caso, deberán ser reintegrados 
a la ESE con los rendimientos equivalentes por parte de la EPS.

Que, dado que se mantienen las mismas actividades y los costos asociados al recaudo 
por parte de las EPS y demás EOC que se encuentran incursas en medida de liquidación, 
y sin medida, se mantendrá el mismo porcentaje que se ha establecido en las anteriores 
vigencias para que dispongan de los rendimientos financieros de la cuenta maestra de 
recaudo de cotizaciones en salud, durante la vigencia 2020.

En mérito de lo expuesto,
RESUELVE:

Artículo 1°. Fíjese en un setenta por ciento (70%), el porcentaje de los rendimientos 
financieros de las cuentas maestras de recaudo de cotizaciones en salud, a apropiarse por 
las Entidades Promotoras de Salud (EPS) y demás Entidades Obligadas en Compensar 
(EOC), durante la vigencia 2020, para financiar las actividades relacionadas con la gestión 
de cobro de cotizaciones y el manejo de la información sobre el pago de aportes y los 
servicios financieros asociados al recaudo.

Parágrafo. Las EPS y demás EOC que se encuentren en proceso de liquidación y por 
el periodo que este se extienda, podrán apropiarse de un veinte por ciento (20%) de los 
rendimientos financieros de las cuentas maestras de recaudo de cotizaciones en salud.

Artículo 2. La presente resolución rige a partir de su publicación.
Publíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 29 de mayo de 2020.
El Ministro de Salud y Protección Social,

Fernando Ruiz Gómez.
(C. F.).

RESOLUCIÓN NÚMERO 0000856 DE 2020

(mayo 29)
por medio de la cual se suspenden términos administrativos y jurisdiccionales en sede 

administrativa como consecuencia de la emergencia sanitaria por el COVID-19.
El Ministro de Salud y Protección Social, en uso de sus facultades legales, en especial 

las consagradas en los numerales 17 y 18 del artículo 6° del Decreto número 4107 de 2011, 
y en el artículo 6° del Decreto número 491 de 2020, y

CONSIDERANDO:
Que el Ministerio de Salud y Protección Social expidió la Resolución número 385 

del 12 de marzo de 2020, por la cual se declara la emergencia sanitaria por causa del 
Coronavirus COVID-19 y se adoptan medidas para hacer frente al virus.

Que por medio de los Decretos números 457 del 22 de marzo, 531 del 8 de abril, 593 
del 24 de abril, 636 del 6 de mayo y 689 del 22 de mayo, todos de 2020, el Gobierno 
nacional ordenó el aislamiento preventivo obligatorio de todas las personas habitantes 
de la República de Colombia, en el marco de la emergencia sanitaria causada por el 
COVID-19; sin embargo, en el artículo 3° determinó 46 excepciones a la medida de 
aislamiento, estableciendo en su numeral 13 “las actividades de los servidores públicos y 
contratistas del Estado para prevenir, mitigar y atender la emergencia sanitaria por causa 
del Coronavirus COVID-19”.

Que el Gobierno nacional expidió el Decreto número 491 del 2020, el cual en su 
artículo 6º establece que se podrán suspender, mediante acto administrativo, los términos 
de las actuaciones administrativas o jurisdiccionales en sede administrativa mientras dure 
la emergencia sanitaria decretadas por este Ministerio y hasta el día hábil siguiente a la 
superación de esta; en todo caso “no correrán los términos de caducidad, prescripción o 
firmeza previstos en la ley que regule la materia”.

Que la Procuraduría General de la Nación mediante Resolución número 128 de 
2020, dispuso en el en el artículo 1º “suspender términos en todas las actuaciones 
disciplinarias a cargo de la Procuraduría General de la Nación” y señaló en el artículo 2° 
que corresponde a cada operador disciplinario adoptar “las medidas necesarias para dar 
estricto cumplimiento a lo ordenado en el artículo anterior” y coordinar con los servidores 
a su cargo las actividades a realizar en este período.
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Que el 13 de abril de 2020, la Procuraduría General de la Nación, mediante Resolución 
número 0163 estableció que “los procesos disciplinarios que deban adelantarse por 
faltas cometidas en razón o con ocasión del Estado de Emergencia Económica, Social y 
Ecológica no aplicará la suspensión de términos”.

Que la adopción de la medida de cuarentena impide que las personas que intervienen 
en las actuaciones disciplinarias, tales como servidores públicos del Ministerio de Salud 
y Protección Social, investigados, defensores, quejosos, acudan a la Entidad, sin que ello 
implique inactividad laboral, ya que los funcionarios del Ministerio seguirán ejerciendo 
sus funciones a través de trabajo en casa.

Que, igualmente la medida de cuarentena impide, sin afectar la reserva de información 
contenida en las historias laborales de los exservidores de las empresas y entidades 
liquidadas del sector que tiene a su cargo, la elaboración de las certificaciones laborales de 
tiempo de servicio y de los factores salariales, para el trámite de pensión y bono pensional 
de los exservidores de las empresas y entidades liquidadas del sector, así como elaborar los 
proyectos de actos administrativos tendientes a resolver los recursos interpuestos contra 
los actos administrativos que contienen decisiones respecto del orden secuencial de pagos, 
es necesario suspender los términos de estas actuaciones.

Que ante la inminente situación de emergencia decretada por el Gobierno nacional 
y en aras de garantizar el debido proceso dentro del procedimiento administrativo de 
cobro coactivo, es preciso suspender los términos para resolver las distintas solicitudes 
enmarcadas dentro de dicho procedimiento.

Que la Ley 23 de 1981 y la Ley 35 de 1989 regulan la ética de las profesiones de la 
medicina y la odontología, así como el proceso sancionatorio ético profesional, el cual 
también se encuentra reglamentado por el Decreto número 780 de 2016, sin perjuicio de la 
remisión a otras disposiciones señaladas en las respectivas leyes.

Que en los artículos 89 de la Ley 23 de 1981 y 85 de la Ley 35 de 1989, se asignó 
al Ministerio de Salud y Protección Social, la competencia para resolver los recursos de 
apelación contra las decisiones que en primera instancia consideren como sanción, la 
suspensión en el ejercicio de la medicina y/o la odontología, según corresponda, por un 
periodo superior a seis (6) meses y hasta por cinco (5) años.

Que con fundamento en la Ley 489 de 1998, el Ministro de Salud y Protección Social 
emitió la Resolución número 740 de 2017, por medio de la cual, delegó en el Director de 
Desarrollo del Talento Humano en Salud, la función de conocer y decidir los recursos de 
apelación frente a las decisiones de suspensión hasta por cinco (5) años del ejercicio de la 
medicina y de la profesión de la odontología, que impongan el Tribunal Nacional de Ética 
Médica y el Tribunal Nacional de Ética Odontológica; sin embargo, con la medida de 
aislamiento decretada no es posible garantizar el derecho a la defensa de los intervinientes, 
al no poder desplazarse a ejercer sus derechos.

Que, ante la dificultad que se puede presentar para que las instituciones públicas 
prestadoras de servicios de salud realicen las actividades propias de su función 
administrativa, como consecuencia de la atención a la emergencia sanitaria ante la 
pandemia de COVID-19, se hace necesario adoptar medidas que permitan suspender los 
términos para que este Ministerio determine el riesgo de las Empresas Sociales del Estado 
de la vigencia 2020.

Que una de las funciones de las secretarias de salud departamentales, distritales o 
entidad que haga sus veces es la de realizar visitas de verificación de acuerdo al plan 
de visitas presentado a la Superintendencia Nacional; para tal fin se deben realizar 
desplazamientos de personal a los prestadores de servicios de salud de la región, en donde 
igualmente deben ser recibidos por los servidores de la entidad, quienes deben destinar 
sus esfuerzos a adoptar las medidas necesarias para atender la emergencia generada por 
el COVID-19, motivo por el cual y ante la emergencia sanitaria en fase de mitigación, 
se considera necesario suspender el cumplimiento del plan de visitas de verificación 
presentado ante la Superintendencia Nacional de Salud para el año 2020 mientras dure la 
emergencia sanitaria.

Que, como se mencionó, las dificultades que presentan las instituciones públicas 
prestadoras de servicios de salud y las entidades territoriales implica la imposibilidad de 
enviar oportunamente información que permita el seguimiento y evaluación de la gestión 
de las instituciones públicas prestadoras de servicios de salud y evaluación del estado 
de implementación y desarrollo de la política de prestación de servicios de salud, por lo 
que se hace necesario adoptar medidas que permitan suspender la aplicación del artículo 
2.5.3.8.2.5 del Decreto número 780 de 2020, hasta el término de duración de la emergencia 
sanitaria, decretada por este Ministerio.

Que el artículo 2.5.4.3.4 del Decreto número 780 de 2016, señala que la evaluación y 
verificación de la capacidad de gestión de los municipios certificados para la asunción de la 
prestación de los servicios de salud, se realizará, anualmente atendiendo el procedimiento 
previsto en el artículo 2.5.4.3.1 ibidem, por parte de las secretarias departamentales de 
salud, mediante acto administrativo proferido por el gobernador; dicha Información deberá 
ser remitida a este Ministerio a más tardar el 30 de junio de cada año.

Que la adopción de la medida de aislamiento determinó que las personas que 
intervienen en las actuaciones administrativas derivadas del cumplimiento de las normas 
anteriores, esto es, servidores públicos del Ministerio de Salud y Protección Social, de 
las alcaldías, secretarias de salud, EPS, IPS, y demás actores del sistema relacionados, se 

dediquen prioritariamente a las actividades relacionadas con la prevención, mitigación y 
atención de la emergencia sanitaria por causa del COVID-19.

Que en el mismo sentido la adopción de la medida de cuarentena impide la realización 
de actividades requeridas por parte de las personas antes citadas para el cumplimiento 
de las actuaciones administrativas derivadas de las normas señaladas, como reuniones, 
traslados a las entidades, o desplazamientos intermunicipales, con el propósito de buscar 
el aislamiento social requerido para evitar el contagio.

RESUELVE:
Artículo 1°. Objeto. La presente resolución tiene por objeto suspender los términos, 

durante la emergencia sanitaria, en diferentes actuaciones a cargo del Ministerio Salud y 
Protección Social, de las secretarias de salud del orden departamental, distrital o municipal 
o la entidad que haga sus veces, o de las Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud 
(IPS).

Artículo 2°. Suspensión de términos en actuaciones disciplinarias. Suspender los 
términos en todas las actuaciones disciplinarias tanto aquellas que se encuentren en primera 
como en segunda instancia, a partir de la fecha de publicación de la presente resolución 
y hasta el término de duración de la emergencia sanitaria decretada por este Ministerio.

Parágrafo. Los procesos disciplinarios que deban adelantarse por faltas cometidas en 
razón o con ocasión del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica no aplicará 
la suspensión de términos señalados en el presente artículo.

Artículo 3°. Suspensión de términos para resolver recursos interpuestos contra las 
decisiones respecto al orden secuencial de pagos. Suspender los términos para resolver los 
recursos interpuestos contra los actos administrativos que contienen decisiones respecto al 
orden secuencial de pagos establecido en el artículo 3º del Decreto número 1211 de 1999, 
a cargo del Grupo de Entidades Liquidadas y la Dirección Jurídica del Ministerio de Salud 
y Protección Social, a partir de la fecha de publicación de la presente resolución y hasta el 
término de duración de la emergencia sanitaria, decretada por este Ministerio.

Artículo 4°. Suspensión de términos de las etapas procesales del procedimiento de 
jurisdicción coactiva. Suspender los términos de la etapa procesal del procedimiento de 
cobro coactivo, a partir de la fecha de publicación de la presente resolución y hasta el 
término de duración de la emergencia sanitaria, decretada por este Ministerio.

Artículo 5. Suspensión de los términos para resolver los recursos de apelación de 
los procesos ético-profesionales. Suspender los términos para resolver los recursos de 
apelación, frente a las decisiones de suspensión hasta por cinco (5) años del ejercicio de la 
medicina y de la profesión de la odontología, impuestas por el Tribunal Nacional de Ética 
Médica y el Tribunal Nacional Ético Profesional, a partir de la fecha de publicación de la 
presente resolución y hasta el término de duración de la emergencia sanitaria, decretada 
por este Ministerio.

Artículo 6°. Suspensión del plazo para la determinación del riesgo de las Empresas 
Sociales del Estado. Suspender el término establecido en el artículo 80 de la Ley 1438 
de 2011, para que el Ministerio de Salud y Protección Social determine el riesgo de 
las Empresas Sociales del Estado y su comunicación a las secretarias departamentales, 
municipales y distritales de salud, a partir de la fecha de publicación de la presente 
resolución y hasta el término de duración de la emergencia sanitaria, decretada por este 
Ministerio.

Artículo 7°. Suspensión del Plan de Visitas de Verificación. Suspender la ejecución del 
plan de visitas 2020 a los prestadores de servicios de salud, formulado por las secretarias 
de salud departamentales y distritales o la entidad que tenga a cargo dichas competencias, 
en los términos del artículo 17 de la Resolución número 3100 de 2019, hasta el término 
de duración de la emergencia sanitaria, salvo aquellas visitas necesarias para garantizar la 
adecuada atención de la población en su jurisdicción.

Artículo 8°. Suspensión de los efectos por no reporte de información para el seguimiento 
y evaluación de la gestión de las IPS y evaluación del estado de implementación y 
desarrollo de la política de prestación de servicios de salud. Suspéndase la aplicación 
del artículo 2.5.3.8.2.5 del Decreto número 780 de 2020, esto es, la sanción consistente 
en la imposibilidad de acceder a los programas de inversión en salud del orden nacional y 
territorial, por la ausencia de reporte de información contable, presupuestal, financiera, de 
capacidad instalada, recurso humano, calidad y producción de servicios por parte de las 
instituciones públicas prestadoras de servicios de salud, hasta el término de duración de la 
emergencia sanitaria, decretada por este Ministerio.

Artículo 9°. Suspensión de términos del reporte de la información de la evaluación y 
verificación de la capacidad de gestión. Suspender los términos establecidos en el artículo 
2.5.4.3.5 del Decreto número 780 de 2016 para el reporte a este Ministerio, por parte de las 
secretarias departamentales de salud, respecto de la evaluación de la capacidad de gestión.

Artículo 10. Vigencia. La presente resolución rige a partir de la fecha de su publicación 
y deroga la Resolución número 539 de 2020.

Publíquese y cúmplase.
Dada en la ciudad de Bogotá, D. C., a 29 de mayo de 2020.
El Ministro de Salud y Protección Social,

Fernando Ruiz Gómez.
(C. F.).
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RESOLUCIÓN NÚMERO 0000857 DE 2020
(mayo 29)

por la cual se fijan los lineamientos para el uso y ejecución de los recursos del 
subcomponente del Subsidio a la Oferta del Sistema General de Participaciones en Salud.

El Ministro de Salud y Protección Social, en ejercicio de sus facultades legales en 
especial, de las conferidas en el artículo 2.4.2.8 del Decreto número 780 de 2016, y

CONSIDERANDO:
Que el artículo 232 de la Ley 1955 de 2019 adicionó competencias a los departamentos 

en la prestación de los servicios de salud, indicando que deberán garantizar la contratación 
y el seguimiento del subsidio a la oferta, entendido como la cofinanciación de la operación 
de la prestación de servicios y tecnologías efectuada en zonas alejadas o de difícil acceso, 
a través de instituciones públicas o infraestructura pública administrada por terceros 
ubicadas en esas zonas, que sean monopolio en servicios trazadores y no sostenibles por 
venta de servicios, de conformidad con los criterios establecidos por el Gobierno nacional, 
los cuales se financiarán con recursos del Sistema General de Participaciones y con los 
recursos propios de la entidad territorial.

Que el artículo 233 ibidem, modificó el artículo 47 de la Ley 715 de 2001, en cuanto 
a los componentes de distribución de los recursos del Sistema General de Participaciones 
(SGP), estableciendo que se distribuirán así: (i) el 87% para el aseguramiento en salud de 
los afiliados al Régimen Subsidiado; (ii) el 10% para salud pública y el 3% para el subsidio 
a la oferta.

Que los artículos 48 y 52 de la Ley 715 de 2001, modificados por los artículos 234 y 
235 de la Ley 1955 de 2019, modificaron los criterios de distribución del componente de 
aseguramiento en salud de los afiliados al Régimen Subsidiado y del componente de salud 
pública y de subsidio a la oferta, respectivamente.

Que el Decreto número 780 de 2016, Único Reglamentario del Sector Salud y 
Protección Social en la Parte 4 del Libro 2 reglamenta los criterios, procedimientos, 
variables de distribución y asignación, y el uso de los recursos de la participación de 
salud del Sistema General de Participaciones (SGP), en cada uno de los componentes y 
subcomponentes.

Que el artículo 2.4.2.7 ibidem, dispuso que los recursos del subsidio a la oferta deberán 
ser usados por los departamentos, municipios certificados y distritos referidos en el artículo 
2.4.1.3 de la misma norma, para la financiación de los gastos de operación de la prestación 
de servicios de salud de las Empresas Sociales del Estado (ESE) o administradores de 
infraestructura pública destinados a la prestación de servicios de salud, de acuerdo con 
lo establecido en numeral 52.2 del artículo 52 de la Ley 715 de 2001, modificado por el 
artículo 235 de la Ley 1955 de 2019.

Que igualmente determinó que los departamentos y los distritos precitados, y 
los municipios certificados, asignarán los recursos del subsidio a la oferta a las ESE o 
administradores de infraestructura pública para la prestación de servicios de salud, teniendo 
en cuenta el listado definido por este Ministerio, y su ejecución deberá realizarse mediante 
la suscripción de convenios o contratos que garanticen la transferencia del subsidio a 
dichas entidades, los cuales deberán incluir, entre otros, los indicadores y las metas de 
calidad en la prestación de servicios de salud a la población y de gestión financiera y de 
producción, los cuales deben ser cumplidos durante la vigencia del convenio o contrato. 
Precisa igualmente que las ESE y los administradores de infraestructura pública a quienes 
se les asignen recursos del subsidio a la oferta, deberán garantizar la operación de las sedes 
que sean monopolio en servicios trazadores.

Que conforme con lo anterior, se hace necesario fijar los lineamientos para realizar 
el seguimiento a los recursos del Sistema General de Participaciones en el componente 
de subsidio a la oferta, ejecutados por las entidades territoriales del orden departamental, 
municipal y distrital, las Empresas Sociales del Estado y los administradores de 
infraestructura pública.

En mérito de lo expuesto,
RESUELVE:

Artículo 1°. Objeto y ámbito de aplicación. La presente resolución tiene por objeto 
fijar los lineamientos para la adecuada ejecución de los recursos del subcomponente del 
subsidio a la oferta del SGP, por parte de las entidades territoriales del orden departamental, 
municipal y distrital, así como de las Empresas Sociales del Estado y de los administradores 
de infraestructura pública, que sean monopolio en servicios trazadores.

Artículo 2°. Lineamientos para la suscripción de convenios o contratos con las ESE y 
la infraestructura pública beneficiarias del subcomponente del subsidio a la oferta. Este 
Ministerio determinará y publicará anualmente en su página web, el listado de las ESE y 
de los administradores de infraestructura pública, monopolio en servicios trazadores, con 
las que los departamentos, distritos o municipios certificados suscribirán los convenios o 
contratos a que hace referencia el artículo 2.4.2.7 del Decreto número 780 de 2016, según 
corresponda, así:

2.1. 	Los municipios certificados y distritos deberán suscribir los convenios o con-
tratos con las Empresas Sociales del Estado que operen o tengan sedes en su 
jurisdicción, sean estas de carácter municipal, distrital o departamental, así como 
con los administradores de infraestructura pública de propiedad del departamen-
to, distrito o municipio, que operen o tengan sede en su jurisdicción, según el 
caso, teniendo en cuenta lo siguiente:

a)	 Cuando en los municipios certificados o distritos se encuentren ubicadas dos o 
más Empresas Sociales del Estado o sedes de estas, la distribución de los recursos 
se efectuará teniendo en cuenta el nivel de atención de cada una de ellas, otorgán-
dole un porcentaje más alto de recursos a la de mayor nivel de complejidad. En 
el caso en que sean del mismo nivel, se tendrán en cuenta los servicios trazadores 
de que trata el artículo 2.5.3.8.3.1.2 del Decreto número 780 de 2016, otorgando 
un mayor porcentaje de recursos a la ESE o a la sede de esta, que cuente con más 
servicios trazadores operando en dicho municipio certificado o distrito.

b)	 Cuando en el municipio certificado o distrito se encuentren ubicadas Empresas 
Sociales del Estado o sedes de estas e infraestructura pública administrada por 
terceros, la distribución de los recursos se efectuará teniendo en cuenta los servi-
cios trazadores de que trata el artículo 2.5.3.8.3.1.2 del Decreto número 780 de 
2016, otorgando un mayor porcentaje de recursos a la entidad que cuente con más 
servicios trazadores de mediana y alta complejidad.

2.2.	Los departamentos que reciban recursos de los municipios no certificados 
suscribirán convenios o contratos con las Empresas Sociales del Estado que ope-
ren en la jurisdicción de sus municipios no certificados y que se encuentren en el 
listado publicado por este Ministerio, sean estas de carácter municipal o departa-
mental, así como con los administradores de infraestructura pública de propiedad 
del departamento o municipio, que operen en la jurisdicción del municipio no cer-
tificado. En el caso que exista más de una ESE o sede de esta o del administrador 
de infraestructura pública en un mismo municipio no certificado, según el caso, 
deberá tenerse en cuenta lo siguiente:

a)	 Cuando en un municipio no certificado se encuentren ubicadas dos o más Empre-
sas Sociales del Estado o sedes de estas, la distribución de los recursos se efec-
tuará teniendo en cuenta el nivel de atención de cada una de ellas, otorgándole un 
porcentaje más alto a la de mayor nivel de complejidad. En el caso en que sean del 
mismo nivel, se tendrán en cuenta los servicios trazadores de que trata el artículo 
2.5.3.8.3.1.2 del Decreto número 780 de 2016, otorgando un mayor porcentaje a 
la ESE o a la sede de esta, que cuente con más servicios trazadores operando en 
dicho municipio no certificado.

b)	 Cuando en el municipio no certificado se encuentren ubicadas Empresas Sociales 
del Estado o sedes de estas e infraestructura pública administrada por terceros, la 
distribución de los recursos se efectuará teniendo en cuenta los servicios traza-
dores de que trata el artículo 2.5.3.8.3.1.2 del Decreto número 780 de 2016, otor-
gando un mayor porcentaje a la entidad que cuente con más servicios trazadores 
de mediana y alta complejidad.

Parágrafo. La Empresa Social del Estado o administrador de infraestructura pública que 
suscriba el convenio o contrato con la entidad territorial, deberá garantizar la prestación de 
servicios de salud en las sedes monopolio.

Artículo 3°. Contenido de los convenios o contratos para el seguimiento a la ejecución 
de los recursos. Para el seguimiento a la ejecución de los recursos, los convenios o contratos 
suscritos entre la entidad territorial y la Empresa Social del Estado o el administrador de 
infraestructura pública, deberán contemplar como mínimo los siguientes aspectos:

3.1	 El objeto del convenio o contrato deberá estar orientado a la financiación de los 
gastos de operación de las Empresas Sociales del Estado o de la infraestructura 
pública administrada por terceros destinados a la prestación de servicios de salud.

3.2	 El término de duración del convenio o contrato no debe ser inferior a la Vigencia 
Fiscal para la cual se asignan los recursos.

3.3	 La designación del supervisor del convenio o contrato por parte de la entidad 
territorial, quien efectuará las labores de seguimiento al cumplimiento de los in-
dicadores y metas, así como a las obligaciones pactadas por las partes.

3.4	 La garantía de la operación por parte de la ESE o el administrador de infraestruc-
tura pública, de las sedes que sean monopolio en servicios trazadores.

3.5	 Los indicadores y metas a ser cumplidos durante la vigencia del convenio o con-
trato, sobre los siguientes aspectos:

a) 	 Calidad en la prestación de servicios de salud a la población.
b) 	 Gestión de producción.
c) 	 Gestión financiera.
3.6	 Medidas a adoptar, por parte de la entidad territorial, en caso de evidenciar el 

incumplimiento de los indicadores y metas.
3.7	 Establecer, en caso de incumplimiento por parte de la Empresa Social del Estado 

o el administrador de infraestructura pública, las condiciones que se deben cum-
plir para continuar efectuando los giros, en el marco de la ejecución del convenio 
o contrato.

Artículo 4°. Criterios para la definición de indicadores y metas. Los departamentos, 
municipios certificados y distritos definirán los indicadores de que trata el artículo 2.4.2.7. 
del Decreto número 780 de 2016, teniendo en cuenta como mínimo lo siguiente:

4.1 	Gestión de calidad:
4.1.1	Para instituciones con servicios de baja complejidad:
Tiempo promedio de espera para la asignación de cita de medicina general.
4.1.2	Para instituciones con servicios de mediana y alta complejidad:
a)	 Tiempo promedio de espera para la asignación de citas de medicina especializada 

de pediatría.
b)	 Tiempo promedio de espera para la asignación de citas de medicina especializada 

en medicina interna y,
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c)	 Tiempo promedio de espera para la asignación de citas en obstetricia.
4.2	 Gestión de producción:
Funcionamiento de los servicios habilitados en los horarios reportados en el Registro 

Especial de Prestadores de Servicios de Salud (REPS).
4.3	 Gestión financiera:
4.3.1	Promedio del monto de los ingresos corrientes recaudados por concepto de venta 

de servicios de salud en las últimas tres (3) vigencias. Cuando el tiempo de opera-
ción del prestador sea inferior a tres (3) años, se tendrá en cuenta todo el período 
en el que haya prestado servicios de salud.

4.3.2	Promedio del monto de recuperación de cartera por concepto de venta de servi-
cios de salud en las tres (3) últimas vigencias. Cuando el tiempo de operación del 
prestador sea inferior a tres (3) años, se tendrá en cuenta todo el período en el que 
haya prestado servicios de salud.

Parágrafo. La entidad territorial, definirá las metas asociadas a cada uno de los 
indicadores con cada una de las ESE o administrador de infraestructura pública, para 
efectos del seguimiento y monitoreo.

Parágrafo Transitorio. Los departamentos, municipios certificados y distritos tendrán 
en cuenta, para la definición de los indicadores y metas de la vigencia 2020, la situación 
de emergencia sanitaria declarada por el Ministerio de Salud y Protección Social a causa 
de la pandemia de COVID-19.

Artículo 5°. Giro de los recursos. Una vez la Nación realice el giro de los recursos del 
SGP del subsidio a la oferta a las entidades territoriales, estas suscribirán los convenios 
o contratos correspondientes y realizarán la transferencia del recurso a las ESE o 
administradores de infraestructura pública, en virtud de los mismos. La entidad territorial 
realizará el seguimiento del cumplimiento de los indicadores y metas pactados en el 
convenio o contrato, así como de las obligaciones que hacen parte de este.

Parágrafo. El giro de los recursos del subcomponente del Subsidio a la Oferta no estará 
sujeto al reconocimiento contra facturación.

Artículo 6°. Monitoreo. La Dirección de Prestación de Servicios y Atención Primaria 
realizará el monitoreo a los recursos del SGP del subcomponente del subsidio a la oferta, 
en cumplimiento de lo previsto en el Decreto-ley 028 de 2008 y el artículo 2.4.2.7 del 
Decreto número 780 de 2016, o la norma que los modifique o sustituya. Los resultados de 
la evaluación del monitoreo, serán remitidos a la Dirección de Financiamiento Sectorial 
para su consolidación y remisión en los términos establecidos en el Decreto número 1068 
de 2015.

Artículo 7°. Seguimiento. La Superintendencia Nacional de Salud, en el marco de sus 
competencias, ejercerá las funciones de inspección, vigilancia y control sobre el manejo 
de los recursos del subcomponente del subsidio a la oferta y, en consecuencia, hará 
seguimiento a los convenios que se suscriban para tal fin, en los términos que para el 
efecto esa entidad defina.

Artículo 8°. Vigencia. La presente resolución rige a partir de la fecha de su publicación.
Publíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 29 de mayo de 2020.
El Ministro de Salud y Protección Social,

Fernando Ruiz Gómez.
(C. F.).

Ministerio de Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones

Resoluciones

RESOLUCIÓN NÚMERO 000903 DE 2020
(junio 1°)

por la cual se modifica el artículo 2° de la Resolución número 290 de 2010 para fijar la 
contraprestación periódica única de que tratan los artículos 10 y 36 de la Ley 1341 de 

2009.
La Ministra de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, en ejercicio de 

sus facultades legales, en especial las que le confieren los artículos 10 y 36 de la Ley 1341 
de 2009, modificada por la Ley 1978 de 2019, y

CONSIDERANDO QUE:
Mediante la Resolución número 290 de 2010, modificada por las Resoluciones números 

486 de 2010, 2877 de 2011, 1824 de 2018 y 2734 de 2019, el Ministerio de Tecnologías 
de la Información y las Comunicaciones estableció el monto de las contraprestaciones 
económica y periódica establecidas en los artículos 13 y 36, respectivamente, de la Ley 
1341 de 2009.

El artículo 10 de la Ley 1341 de 2009, modificado por el artículo 7° de la Ley 1978 
de 2019, dispone que la provisión de redes y servicios de telecomunicaciones causa 
una contraprestación periódica única a favor del Fondo Único de Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones. Al respecto, conviene precisar que, según el parágrafo 

del artículo 1° de la Ley 1341 de 2009, modificado por el artículo 2° de la Ley 1978 de 
2009, la provisión de redes y servicios de telecomunicaciones incluye la provisión de redes 
y servicios de televisión.

El artículo 36 de la Ley 1341 de 2009, modificado por el artículo 23 de la Ley 1978 
de 2019, atribuye al Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones 
la potestad de determinar el valor de la contraprestación periódica única como un único 
porcentaje sobre los ingresos brutos que reciban los operadores por concepto de la 
provisión de redes y servicios de telecomunicaciones, excluyendo terminales. En el caso 
de los servicios de televisión, incluye los ingresos por concepto de pauta publicitaria y 
terminales. Para el caso del servicio de televisión abierta radiodifundida, prestado por los 
operadores que permanezcan en el régimen de transición de habilitación, y del servicio de 
radiodifusión sonora, el valor de la contraprestación continuará rigiéndose por las normas 
especiales pertinentes.

La contraprestación periódica única no tiene naturaleza tributaria ni parafiscal, porque 
se trata de un precio público por la habilitación para la provisión de un servicio público, 
cuya titularidad está reservada al Estado. Al respecto, la Corte Constitucional, en Sentencia 
C-403/10, al examinar la constitucionalidad de la Ley 1341 de 2009, y en particular del 
artículo 36, señaló lo siguiente:

“el objetivo de la contraprestación no es el de recuperar los costos en los cuales 
incurra el Fondo de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones al momento de 
ampliar la cobertura del servicio público en que consiste la provisión de redes y servicios 
de telecomunicaciones (…) el objetivo central del gravamen examinado es mucho más 
ambicioso, y por lo demás amplio y extenso, pues comprende la financiación de todas las 
funciones que le han sido asignadas, por la ley, al mencionado Fondo. [Adicionalmente,] 
el dinero se cobra con independencia de cuáles sean las funciones del Fondo, y precisa 
y estrictamente en virtud de la habilitación o concesión que hace el Estado a quienes 
estén interesados en prestar el servicio público de provisión de redes y servicios de 
telecomunicaciones.

Lo anterior, es coherente con la naturaleza de los fondos de servicio universal previstos 
como mecanismo para garantizar el acceso y servicio universal de los servicios de 
telecomunicaciones, que son prestados por empresas públicas y privadas, en un contexto 
de libre mercado, por disposición del artículo 365 de la Constitución Política. Estos fondos 
de universalidad (fondos para financiar la obligación de servicio universal, fondo de 
servicio universal o fondo de acceso universal) son mecanismos especiales concebidos 
para alcanzar los objetivos de la universalidad1, por ello, son creados con el preciso 
propósito de lograr que todos los habitantes accedan a las telecomunicaciones a precios 
asequibles y tiene una duración finita condicionada al cierre de la brecha digital.

En concordancia con la citada jurisprudencia constitucional y la naturaleza de los 
fondos de servicio universal, antes descritos, el mencionado artículo 36 de la Ley 1341 de 
2009 dispone que el Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones 
debe determinar el valor de la contraprestación periódica única mediante acto 
administrativo motivado, previa la realización de un estudio que debe incluir los siguientes 
elementos: i) el plan de inversiones del Fondo Único de Tecnologías de la Información y 
las Comunicaciones, ii) el estado del cierre de la brecha digital del país, iii) esté soportado 
en estudios de mercado, y iv) el valor de esta contraprestación no podrá ser superior al 
de la contraprestación periódica establecida a favor del Fondo de las Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones al 25 de julio de 2019, fecha de vigencia de la Ley 
1978.

De los cuatro elementos fijados por el legislador para que el Ministerio determine el 
valor de la contraprestación periódica única, y teniendo en cuenta que esta Entidad tiene, 
igualmente, el deber de promover el acceso a las Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones, teniendo como fin último el servicio universal, por mandato del artículo 
4° de la Ley 1341 de 2009, surge para el Ministerio el deber de analizar la evolución de 
los citados elementos a efectos de determinar, oportunamente, si es necesario realizar una 
modificación al valor de la contraprestación que garantice, en todo caso, la provisión del 
acceso y servicio universal por parte del Fondo Único de TIC, en consecuencia, se fijará 
una regla en este sentido, sin perjuicio del mandato dispuesto en el segundo inciso del 
parágrafo del artículo 36 de la citada ley.

La Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) en 
20192 recomendó a Colombia reducir la carga de las tarifas de los operadores de 
telecomunicaciones para mejorar la conectividad y fomentar la competencia. En general, 
se ha evidenciado que un reajuste de cargas económicas puede promover la conectividad, 
el crecimiento económico, la inversión y la estabilidad fiscal3.

El Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones realizó el 
estudio denominado “[d[efinición para de la tasa de contraprestación periódica única para 
el período 2020-2023”, en el que analiza la estructura de las contraprestaciones al Fondo 
Único de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones y sus fuentes de recursos 
con corte a diciembre de 2019, realiza la proyección de los recursos para el período 2020-

1	 Mc Carthy Tétrault, Hank Intven, Manual de Reglamentación de las Telecomunicaciones, Módulo 6 
Servicio Univeral. Grupo del Banco Mundial, Washington, 2000.

2	 Reviews of Digital Transformation: Going Digital in Colombia, OECD Publishing, Paris, 2019, En: 
https://doi.org/10.1787/781185b1-en

3	 Pedros, Xavier; Sivakumaran, Mayuran. Rethinking mobile taxation to improve connectivity, GSMA 
Intelligence, London, 2019. En: https://www.gsma.com/publicpolicy/resources/rethinking-mobile-
taxation-to-improve-connectivity

https://www.gsma.com/publicpolicy/resources/rethinking-mobile-taxation-to-improve-connectivity
https://www.gsma.com/publicpolicy/resources/rethinking-mobile-taxation-to-improve-connectivity
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